
 
 

 

Sr. S. de Vega, Presidente La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 2 de 
diciembre de 2021, ha examinado el 
procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y, a la vista del 
mismo y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
 

 
 
 

DICTAMEN 434/2021 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 1 de octubre de 2021 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños sufridos en una caída por el mal estado de la acera.  

  
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 6 de octubre de 

2021, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 434/2021, iniciándose el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, previa ampliación de este, tal como dispone el 
artículo 52 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 
2014, de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente 
del Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón.  

 
Primero.- El 28 de agosto de 2019 Dña. yyyy, de 85 años de edad, 

presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento 
de xxxx, en la que solicita una indemnización por daños sufridos en una caída 
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ocurrida el 11 de agosto de 2010, en la calle cccc de dicha ciudad, al tropezar 
con una baldosa rota. No cuantifica la indemnización solicitada. 

 
Acompaña copias del informe médico de urgencias y del parte elaborado 

por la Policía Local. 
 
Previo requerimiento, el 1 de diciembre de 2020 presenta copias de 

diversa documentación, incluido informe médico pericial de valoración del daño 
corporal, una vez alcanzada la recuperación de las lesiones, cuantificando la 
indemnización solicitada en 107.435,74 euros. 

 
Segundo.- Se incorpora al expediente el parte diario emitido por la Policía 

Local el 11 de agosto de 2019, sobre las 12:10 horas, en relación con la actuación 
seguida tras ser requeridos para acudir al lugar del siniestro, que contiene 
reportaje fotográfico del lugar. 

 
Tercero.- El 22 de agosto de 2019 el Área de Ingeniería Civil informa de 

que “se repondrá con mortero la zona carente de baldosa, los trabajos los 
realizará la empresa de conservación de pavimentos viarios de la ciudad”; y que 
“Con independencia de lo anterior, debe demandarse a la empresa Iberdrola que 
proceda a reconstruir o renovar la arqueta en cuestión, dado el estado de la 
misma”. 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia a Iberdrola y a la entidad 

concesionaria del servicio, el 31 de marzo de 2021 esta última presenta 
alegaciones en las que señala que la arqueta es titularidad de Iberdrola.  

 
Quinto.- A petición del Ayuntamiento, el 23 de diciembre de 2020 se 

emite informe médico pericial de valoración del daño corporal, que considera la 
existencia de lesiones temporales en 226 días de perjuicio personal en grado 
moderado y 106 en grado básico. Por lesiones permanentes presenta un perjuicio 
personal permanente por déficit psico-físico, orgánico o sensorial valorado en 13 
puntos, 1 punto por perjuicio estético ligero, y presenta perjuicio personal por 
perdida de calidad de vida de forma permanente en grado leve. 

 
Sexto.- El 22 de julio de 2021 el asesor jurídico del Ayuntamiento informa 

de que procede estimar parcialmente la reclamación al apreciar la existencia de 
concurrencia de culpas. Valora los daños, aplicando el correspondiente baremo a 
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la fecha del siniestro, por lesiones temporales en la cantidad de 26.497.06 euros; 
y en 3.915,56 euros por la existencia de perjuicio personal por pérdida de calidad 
de vida de forma permanente en grado leve, pues aunque era preexistente su 
situación se ha agravado, moderado a su cuarta parte en razón a la edad de la 
lesionada.  

 
En cambio, no acepta los gastos resarcibles pues no está acreditada su 

necesidad: no aparece acreditado el concepto e importe del lucro cesante por 
tareas del hogar, ya que no se ha probado que la perjudicada llevara a cabo tales 
tareas, en atención a la edad y la asistencia previa que le prestaba una tercera 
persona; no considera tampoco aceptable el importe por ayuda de tercera 
persona, puesto que ya tenía ayuda, dada la discapacidad que presentaba del 
75% de ayuda de tercera persona, no presentando para la actividad ordinaria 
más incapacidad de la que ya presentaba. 

 
En atención a ello, valora los daños y perjuicios en 30.412,62 euros, y que 

la cuantía indemnizatoria ha de reducirse a la mitad al apreciar concurrencia de 
culpas. La indemnización se fija, por tanto, en 15.206,31 euros. 

 
Séptimo.- Concedido trámite de audiencia, el 30 de julio la interesada 

presenta alegaciones en las que manifiesta su disconformidad con la concurrencia 
de culpas apreciada, acepta la valoración de las lesiones temporales, discrepa de 
que el perjuicio personal por pérdida de calidad de vida de forma permanente 
deba calificarse como grado leve y de la denegación del lucro cesante, y considera 
que procede la indemnización de los gastos reflejados en las facturas aportadas.  

 
A la vista de las alegaciones, el asesor jurídico del Ayuntamiento, el 2 de 

septiembre de 2021, se ratifica en el informe anteriormente emitido.  
 
Octavo.- El 27 de septiembre de 2021 se formula propuesta de resolución 

estimatoria parcial de la reclamación, por importe de 15.206,31 euros. 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido, sustancialmente, con arreglo a lo 
previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar resolución 
expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la misma Ley. Tal demora 
constituye una vulneración de los principios de buena administración y el de 
control del gasto público ligado a la consecución de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria, considerado el incremento que ha de conllevar necesariamente 
la cantidad que como indemnización se vaya a conceder a la reclamante, en su 
caso, mediante la oportuna resolución. 

 
3ª.- Concurren en la reclamante los requisitos de capacidad y legitimación 

exigidos por la Ley 39/2015, de 1 de octubre. La competencia para resolver la 
presente reclamación corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, conforme a los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación 
con el artículo 92 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

 
La reclamación ha sido interpuesta en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
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de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada por Dña. yyyy, debido a los daños sufridos 
en una caída por el mal estado de la acera.  
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En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, establece que “Las Entidades locales responderán directamente de 
los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”; este precepto es 
reproducido, prácticamente de manera literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece: 
“Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, 
aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la entidad local”. 

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la 

reclamante y la regularidad formal de la petición, la única cuestión planteada 
consiste en determinar si el expresado daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
 

La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por la reclamante 
fue o no consecuencia del defectuoso estado de la vía pública, de forma que el 
nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el funcionamiento del 
servicio y el daño producido. 

 
En el caso examinado la caída se produjo por el mal estado de una arqueta 

cuya titularidad no es del Ayuntamiento. La teoría de la culpa in vigilando, 
doctrinal y jurisprudencialmente reconocida, lleva a este Consejo Consultivo a 
considerar el hecho de que la caída se haya producido en un espacio de dominio 
público. Esta doctrina ha sido asumida en diversas ocasiones por este Consejo 
Consultivo (por todos Dictamen 186/2018, de 7 de mayo) sobre la base de la 
competencia municipal en materia de infraestructura viaria y pavimentación de 
las vías públicas (artículos 25.2.d y 26.1.a de la Ley 7/1985, de 2 de abril), que 
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necesariamente implican la conservación y policía de las vías urbanas para 
garantizar su seguridad, de modo que toda obra o actuación que se realice en 
ellas no exime a la Administración responsable de la obligación de vigilancia y 
cuidado necesarios para evitar que se produzcan riesgos para los usuarios de 
dichas vías. 

 
Por ello, las situaciones de riesgo que se generen, incluso por terceros, no 

siempre pueden exonerar de responsabilidad a la Administración encargada del 
buen funcionamiento de los servicios públicos, responsabilidad que, en su caso, 
tampoco le impediría repetir, si lo estimara conveniente, contra los causantes 
directos del siniestro por los desperfectos existentes en la vía pública que 
pudieran causar un daño (en este sentido el Dictamen 168/2016, de 19 de mayo). 

 
Este criterio se mantiene también por este Consejo Consultivo en los casos 

en que los daños en la vía pública se produzcan por la acción de empresas 
concesionarias de servicios públicos (por todos, Dictamen 259/2019, de 21 de 
junio).  

 
En este sentido puede citarse la Sentencia de 8 de marzo de 2019, del 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León: “(…) la pavimentación de vías 
urbanas responde a la necesidad no solo de garantizar unas objetivas condiciones 
de salubridad del entorno urbano, sino también de garantizar condiciones 
objetivas de seguridad; seguridad para el tránsito de vehículos y seguridad para 
el tránsito de las personas”. 

 
Igualmente la Sentencia de 10 de junio de 2002 del mismo tribunal señala 

que: “En efecto, el título de imputación viene dado por la titularidad 
administrativa del servicio o actividad en cuyo ámbito se produjo el daño, siendo 
imputable al Ayuntamiento demandado, por ser el responsable de la buena 
conservación, mantenimiento y vigilancia de las arquetas -como la que ahora nos 
ocupa-, debiendo adoptar por ello todas las medidas tendentes a evitar que se 
produzcan daños, como los que aquí acontecieron. Y no excluiría el título de 
imputación la alegación que formula la demandada -muy de pasada- de que la 
arqueta era utilizada por RETECAL, pues aun cuando ello fuere cierto, no 
quedaría excluida la culpa in vigilando que pesaría sobre la Corporación 
demandada, al estar ubicada la arqueta en una vía pública”. Y también su 
Sentencia de 28 de septiembre de 2001, en la que señala que “cabe concluir que 
en nuestro caso se ha producido una concurrencia de culpas, una imputable a la 
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Administración y otra al particular que sufre el daño, que se fundan, 
respectivamente, la primera en la culpa “in vigilando” de los servicios públicos a 
la hora de mantener en las debidas condiciones de seguridad una vía pública…”. 

 
Este Consejo Consultivo considera que en el presente caso han quedado 

acreditados tanto la caída y el daño sufrido por la reclamante como su causa, 
que constituye un riesgo significativo al suponer un obstáculo al paso normal del 
peatón. Por todo ello, puede considerarse existe relación de causalidad entre el 
funcionamiento de los servicios públicos y el daño producido, por lo que la 
reclamación debe estimarse.  

 
No se aprecia, sin embargo, que exista concurrencia de culpas por el solo 

hecho de que la reclamante, en el momento de los hechos, transitara sola por la 
calle dada su edad y grado de discapacidad, y tampoco se ha acreditado que no 
prestara la atención suficiente en su deambulación, o que para esa concreta 
función de caminar precisara necesariamente de la ayuda de tercera persona, 
pese a su grado de discapacidad.  

 
En definitiva, este Consejo considera que procede estimar la reclamación 

frente al Ayuntamiento, sin perjuicio de que este, si así lo considera, pueda repetir 
contra la empresa titular de la arqueta. 

 
6ª.- Respecto a la cuantía de la indemnización, para proceder a la 

valoración de la cantidad solicitada, la Administración ha aplicado los baremos 
contenidos en la Ley 35/2015 de 22 de septiembre, de reforma del sistema para 
la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de 
circulación, y ha aportado un informe pericial de valoración del daño que tiene 
en cuenta la situación que presentaba la lesionada con anterioridad, y que difiere 
de la indemnización solicitada por la interesada, que también aporta informe de 
valoración del daño corporal. 

 
En relación con la indemnización por las lesiones temporales, la reclamante 

muestra su conformidad con la cuantificación realizada por la Administración: 226 
días de perjuicio personal moderado y 106 días de perjuicio personal básico. Por 
otro lado, se considera correcta la estimación de la concurrencia de 13 puntos de 
secuelas (aplicada la fórmula de Balthazar) y de 1 punto de secuela por perjuicio 
estético, dada la edad de la lesionada, por lo que corresponde indemnizar por 
estos conceptos en la cantidad de 26.497,06 euros. 
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En atención a la situación preexistente de la lesionada, se considera 

adecuado indemnizar por perjuicio personal por pérdida de calidad de vida de 
forma permanente, en grado leve, en la cantidad de 3.915,56 euros. 

 
Por último, no se aprecia la existencia de lucro cesante. No está acreditado 

en el expediente que, dados los antecedentes de la lesionada (incapacidad del 
75 % con necesidad de concurso de tercera persona) llevara a cabo las tareas 
del hogar. La propuesta de resolución considera que no se aprecia que para la 
actividad ordinaria presente más incapacidad de la que ya ostentaba, ni tampoco 
que resulten indemnizables los gastos reclamados pese a la aportación de las 
facturas, puesto que no está acreditada su indicación concreta y vinculación al 
siniestro del que trae causa la presente reclamación.  

 
En virtud de lo expuesto, este Consejo manifiesta su conformidad con la 

valoración efectuada -no así con la estimación de concurrencia de culpa- y 
considera que la indemnización debe ascender a la cantidad de 30.412,62 euros, 
sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento 
de responsabilidad, de acuerdo con el artículo 34.3 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 30.412,62 

euros, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyyy, debido a los daños 
sufridos en una caída por el mal estado de la acera.  

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 


